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El campo de los delitos

	 l campo de los delitos en México 
es un conjunto de interacciones ilega-
les que involucra diferentes sistemas 
de la sociedad1.

El presente ensayo analiza la dinámica del sentimiento de inseguridad y la de-
lincuencia en México. Para tal efecto, construye una idea del campo de los delitos 
y sus representaciones simbólicas para comprender el sentido del juego social que 
representa la delincuencia en nuestro país. Desde esta perspectiva, el sentimiento 
de inseguridad y la delincuencia pueden observarse no sólo como los componen-
tes subjetivo y objetivo de la inseguridad, sino además, como un segmento de la 
sociedad mexicana que nos devuelve la idea de que los delincuentes son parte y 
han sido producidos por ésta, a pesar de que son asumidos como enemigos.

El segmento del espacio social 
ocupado por los delincuentes se 
estructura mediante un conjunto de 
alianzas y conflictos de éstos con las 
policías preventivas, ministeriales y 
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1 El concepto de campo de los delitos es 
una propuesta de observación de los conflictos 
entre policías y delincuentes; tiene la virtud de 
representar el problema de la inseguridad como 
una construcción colectiva y puede entender-
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federales, los militares en funciones 
de policía, los ministerios públicos, los 
jueces y los magistrados.

El campo de los delitos en nuestro 
país cruza las fronteras del sistema 
político, policiaco y judicial y dinamiza 
los campos periodístico y universitario 
e incluso, activa los sistemas políticos 
de Estados Unidos, Canadá y la Unión 
Europea.

Desde este prisma, la dinámica 
del campo de los delitos se observa 
articulada a la crisis económica, ca-
racterizada por el bajo crecimiento, 
la atracción de inversiones (Lara y 
Galarza, 15 de octubre de 2007), la 
desigualdad y el desempleo; asimismo, 
a una larga e inestable construcción 
democrática, cuyos características 
principales han sido la división de los 
gobiernos, la des-institucionalización 
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se como un conjunto abierto y dinámico de 
prácticas ilegales conectadas a la desigualdad y 
al autoritarismo. Pierre Bourdieu no utilizó el 
concepto de campo para pensar la delincuencia, 
como lo hizo para el derecho (Bourdieu, 2006) 
mediante el concepto de campo jurídico, pero el 
concepto genérico de éste, entendido como “red 
o configuración de relaciones objetivas entre 
posiciones […] los agentes y las instituciones 
luchan constantemente”, puede desanclarse 
para ser usado en el análisis de este segmento 
del espacio social de nuestro país para describir 
los delitos y los tipos de violencia asociadas a 
éstos (Bourdieu y Wacquant, 2005). En este libro 
se utiliza la diferenciación de campo y sistema 
propuesta por el mismo Bourdieu. Un uso es-
pontáneo de este concepto puede encontrarse 
en un libro sobre los tipos de violencias, delitos y 
justicia en Argentina (Gayol y Kessler, 2002).
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de los partidos políticos y la incivilidad de los citadinos, 
particularmente, aquella incivilidad practicada por los nue-
vos habitantes de las grandes ciudades, sobrecargadas por 
la emigración y la migración. En este contexto, los delitos 
están ligados a la desigualdad social, tienen causas múltiples 
e implican una reflexividad ofuscada y cálculos racionales de 
sujetos y agentes cada vez más competitivos.

En efecto, el campo nacional de los delitos es un 
conjunto inestable de procesos locales y globales, so-
bredeterminado por las políticas públicas del gobierno 
federal y los gobiernos estatales y municipales. El carác-
ter local o glocal de los delitos depende del grado de 
institucionalización de las trayectorias delictivas y de las 
redes que asocian éstas en los grupos de delincuentes. El 
campo delictivo mexicano es fabricado nacionalmente, 
pero sus fronteras se expanden hacia las ciudades esta-
dounidenses, europeas y latinoamericanas, sobre todo, 
en el caso de los delitos de grupos organizados y redes 
delictivas globales.

En México, los delitos de robo, lesiones y violaciones 
son básicamente locales y nacionales, mientras que, por 
ejemplo, los delitos de tráfico de migrantes, secuestro y 
narcotráfico, son producto de redes delictivas instituciona-
lizadas y glocales. Los mexicanos cometen delitos en otros 
países y una cuota del volumen de los delitos cometidos en 
México son atribuidos a extranjeros, como en los casos de 
aquellos cometidos por maras, narcotraficantes, sicarios e 
incluso secuestradores.

En este complicado segmento de los delitos glocales, 
el mercado delictivo de los asaltos, secuestros, trata de 
blancas y violación, cometidos por mexicanos contra 
migrantes centroamericanos, es un buen ejemplo de las 
patologías sociales que se cometen en nuestro país, sobre 
todo porque involucra a políticos, policías preventivos 
municipales, alcaldes, autoridades migratorias, campesinos 
e indígenas de ciudades fonterizas de Chiapas, Tabasco y 
Veracruz, los cuales, en su racionalidad, son similares a 
los cometidos por los “coyotes” y cazamigrantes texanos 
contra los connacionales que cruzan ilegalmente la frontera 
estadounidense (Casillas, 2008).

El campo delictivo en México tiene sus nodos en al-
gunas zonas metropolitanas y las fronteras. En este campo, 
cuya configuración histórica ha tomado una nueva forma a 
partir de 1995 (Ruiz Harrell, 1998), se conectan una serie 
de procesos globales y locales que son experimentados 
como riesgos y peligros por los citadinos, los ciudadanos 
y los policías.

La dinámica del campo de los delitos en México tiene 
como matriz institucional a la incivilidad. Las incivilidades 
han sido “naturalizadas” en nuestra cultura como un 
mal necesario. Las pequeñas agresiones y conflictos de 
la vida diaria se han convertido en un medio legítimo 
para conseguir fines individuales. La psicopatología actual 
de la vida cotidiana de los mexicanos es el producto de 
un conjunto de neurosis acumuladas. La frustración 
de expectativas compartidas, la ruptura de códigos en 
los lugares públicos, los pequeños daños no castigados, 
entre otras cosas, son el piso sobre el que se edifican 
en la mayoría de los casos las trayectorias delictivas y 
los grupos delincuenciales.

En estas circunstancias, la incivilidad es una subcultura 
dominante compartida por citadinos, delincuentes, nar-
cotraficantes, ciudadanos, policías y políticos. Desde este 
ángulo, la incivilidad puede observarse como un segmento 
de la cultura política corrupta pero, a diferencia de ésta, no 
es discreta, por lo contrario, funciona como un pequeño 
desquite público.

En las aglomeraciones urbanas, la incivilidad de los 
mexicanos se relaciona con el campo político, pero su 
procedencia es la vieja ruralidad reciclada en la vida diaria 
citadina como una estrategia de sobrevivencia. Ahora, 
más que en el pasado reciente, son evidentes los vasos 
comunicantes entre las incivilidades, los delitos electo-
rales y la rudeza de los recién llegados a la ciudad, los 
cuales experimentan la urbanización y la maquila como un 
proceso agresivo o una integración caótica y desordenada 
que sólo adquiere sentido en la apropiación privada de lo 
público o en la destrucción de inmuebles compartidos, es 
decir, “cada quien para sí mismo […] cuando el individuo 
pierde los límites morales compartidos socialmente” 
(Zermeño, 2005).

Las relaciones entre incivilidad y delincuencia son 
complejas. No existe una relación mecánica entre éstas; 
sin embargo, es común que las incivilidades sean la ante-
sala de los delitos. Por ahora, anticipamos que en el caso 
de la delincuencia organizada, como es el narcotráfico, las 
incivilidades son el principio de una cadena delictiva que el 
gobierno federal ha identificado como la principal amenaza y 
se ha concentrado en la represión de este delito como una 
forma de legitimar la gobernabilidad del país tanto como 
un recurso electoral en las disputas por el control político 
de éste, en medio de un escenario de gobiernos divididos 
y una cadena de crisis que han llenado de incertidumbre a 
los políticos y a los ciudadanos.
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El sentimiento de inseguridad como 
representación

En México aplica la regla de que “estar protegido es también 
estar amenazado” (Castel, 2004). El miedo de los citadinos 
es un producto tanto de las experiencias de victimación 
como de la dramatización policiaca, militar y mediática de 
la guerra contra el secuestro y el narcotráfico (González 
Placencia, Arce Aguilar y Álvarez, 2007). Es inexacto decir, 
por ejemplo, “México tiene miedo”, porque en sentido es-
tricto no todos los mexicanos se representan la inseguridad 
igual, la experimentan de la misma forma ni desarrollan el 
mismo sentimiento frente a ella.

El análisis de las encuestas de inseguridad en México 
revelan que “la sensación de inseguridad no es exactamente 
proporcional a los peligros reales” que los mexicanos en-
frentan (Castel, 2004); sin embargo, tampoco es suficiente 
señalar que si la tasa de homicidio bajó desde 1990 a la fecha 
entonces no hay razones para sentir miedo (Escalante, 2009) 
porque este último argumento no permite comprender que 
el sentimiento de inseguridad asimétrico o desigual de los 
mexicanos depende del conjunto del campo de los delitos, 
particularmente de la violencia asociada a la comisión de 
alguno de ellos, por ejemplo, la violencia intrafamiliar, el 
secuestro y las decapitaciones entre narcotraficantes y de la 
violencia generada por las mismas instituciones estatales en 
el combate al narcotráfico (González Rodríguez, 2009).

La representación hegemónica del delito

El sentimiento de inseguridad en nuestro país no existía con 
la intensidad de ahora antes de los años noventa (González 
Placencia, Arce Aguilar y Álvarez, 2007). Este sentimiento 
público renació con las crisis económica, política y de in-
seguridad de los años noventa. En esos años, los citadinos 
hablaban, con humor negro e impotencia, de la impunidad 
policiaca y judicial, pero no de los riesgos y peligros de 
la delincuencia, como lo hacen ahora. Por supuesto, en la 
actualidad, la representación de la policía no ha cambiado 
sustantivamente; sin embargo, ahora, la imagen de esta 
institución es parte de un imaginario social, básicamente 
urbano, que asocia policías y ministerios públicos con la 
falta de protección, la corrupción y con los peligros de 
la delincuencia.

Las representaciones de la inseguridad (Roché, 1996) 
han estado acopladas a un sentimiento colectivo de riesgo 
ante el delito por la debilidad de las instituciones de la 

justicia penal y la intervención policiaca y militar en el 
combate al narcotráfico2.

Este sentimiento es una construcción colectiva en la 
cual los medios juegan un rol importante, pero no el único 
en la construcción y modelación de las representaciones 
de la experiencia directa o indirecta de la indefensión. La 
retórica de las infamias delictivas no fabrica la violencia 
de los delitos de mayor impacto experimentados como 
riesgos y peligros para los ciudadanos, sólo extrae ganan-
cias de ella. Sin duda, la misma retórica de los medios ha 
cambiado de estrategia durante estos años, ha girado de 
la dramatización del crimen a la trasmisión de la violencia 
en terreno.

En general, el sentimiento de inseguridad de los mexica-
nos no es mitológico; existe, tiene materialidad. La idea del 
sentimiento de inseguridad como una “mitología urbana” es 
una ocurrencia política de quien no entiende las consecuen-
cias de éste para la confianza en las instituciones policiacas 
y judiciales e incluso, en los mismos procesos electorales. 
El sentimiento de inseguridad, en tanto representación 
del campo de los delitos, tiene una correlación alta con la 
integración social, la gobernabilidad y la legitimidad.

El sentimiento de inseguridad de los mexicanos tiene 
la propiedad de la flexibilidad. Es un efecto de conjunto de 
diferentes discursos institucionales y de las experiencias 
de victimación, aunque no tiene como matriz única a esta 
última.

Las representaciones del delito y el sentimiento que 
las impulsa son construidas mediante la gestión mercantil 
de la nota roja, los sermones religiosos, las conversaciones 
familiares, los discursos policiacos y militares y algunas 
experiencias de victimación asociadas de diferentes for-
mas a la violencia (Instituto Ciudadano de Estudios sobre 
la Inseguridad [Icesi], 2009). Los siguientes discursos son 
un buen ejemplo de cómo se construye discursivamente 
el sentimiento de inseguridad. En su diferencia, tematizan 
la violencia asociada a los delitos como un signo de la 
desintegración social y la incapacidad de las instituciones 

2 La relación entre el sentimiento de inseguridad y los delitos es una 
hipótesis confirmada, pero que requiere de una verificación permanente 
(Roché, 1998). En general, esta correlación es un punto de partida de inves-
tigaciones empíricas orientadas cuantitativa y cualitativamente. Respecto 
de este punto es necesario considerar que “es imprescindible incorporar 
también la percepción que en las personas generan tales acontecimien-
tos, tanto como las respuestas sociales que una tal percepción provoca” 
(González Placencia, Arce Aguilar y Álvarez, 2007).
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para controlar el desorden que aquí aparece como horror 
o descomposición.

Un boletín del Icesi describe la rutinización de la vio-
lencia, la vulnerabilidad ciudadana y la atrocidad de algunos 
crímenes de la delincuencia organizada. En este breve relato 
se asocia la amargura y la lástima con lo inhumano y lo atroz; 
es un teatro simbólico del horror instituido discursivamente 
como reino de la maldad. Dice el autor:

A pesar de que nos hemos acostumbrado a vivir todos los 
días con noticias sobre secuestros y ejecuciones, la muer-
te de LeBarón –a quien no conocí– me ha sacudido. Toda 
ejecución de soldados, policías o personas secuestradas es 
altamente lastimosa. La del líder mormón tiene ingredientes 
amargos adicionales: se le asesinó por no resignarse, en su 
simple calidad de ciudadano, a una situación que humana-
mente no es aceptable, y no se le brindó protección a pesar 
del riesgo que corría. Soy de los que tienen la ilusión de 
que las acciones del Presidente Felipe Calderón contra 
la delincuencia organizada se traducirán, algún día, en una 
reducción significativa de los crímenes más atroces. Mientras 
tanto, en varios estados de la República no hay ya lugar alguno 
–ni el hogar ni el templo– donde la seguridad personal esté 
garantizada. [Es el reino del horror] (Icesi, 2009).

La lógica del discurso religioso es semejante. El bole-
tín de la Arquidiócesis de México contrasta la cobardía y 
la impunidad de los delincuentes con la valentía cívica de 
algunos ministros religiosos y la inocencia de los citadinos 
para denunciar la descomposición social y el horror produ-
cido por el crimen organizado.

La Arquidiócesis de México lamenta y condena el cobarde 
asesinato del joven Antonio Equihua Peralta, secuestrado 
en esta capital y manifiesta, además, su profunda preocu-
pación e indignación por la cotidianidad violenta y criminal 
en Durango en medio de la cual, la semana pasada, tra-
taron de amedrentar al señor Arzobispo, Mons. Héctor 
González Martínez.
Por ello, hace un enérgico llamado a frenar este deplorable 
clima de violencia que deja en evidencia la falta de respeto 
por la vida humana y [la descomposición social que día a día 
va creciendo de modo incontenible dando lugar al horrendo 
panorama de crimen y violencia que aqueja al país].
Para comprobarlo bastan estos dos ejemplos: la primera, 
el cobarde asesinato del menor Antonio Equihua Peralta, 
secuestrado en la capital del país; y, la segunda, la amenaza 

a punta de pistola al arzobispo de Durango, Mons. Héctor 
González Martínez, quien en fechas recientes denunció la 
impunidad con la que vive uno de los principales capos de las 
mafias mexicanas y la indolencia de las autoridades.
La Iglesia Católica no ha cesado de lamentar y repudiar es-
tos acontecimientos; de condenar enérgica y tajantemente 
la violencia; de rechazar las acciones del crimen organizado 
y toda forma de agresión contra gente inocente. La Iglesia 
tiene la obligación de recordar que el derramamiento de 
sangre es contrario a las enseñanzas de Cristo y a los más 
elementales derechos del hombre, como son el respeto 
a la vida, la dignidad humana y a la libertad (Arzobispado 
de México, 2009).

Por el contrario, el discurso policiaco es simple. La 
violencia se combate con violencia. En un “escenario de 
guerra” no importan los costos ni los daños colaterales, 
–en esta lógica– la victoria es la única garantía del orden 
y la salud pública. La violencia ilegítima e ilegal de la “con-
tracultura del delito” se reduce con la violencia legítima y 
legal. En una entrevista, el Secretario de Seguridad Pública 
Federal sostiene:

Esto no es nuevo, ha sido una herramienta que ellos han uti-
lizado para tener control interno en su operación criminal 
y buscar alcanzar cuatro factores […] Primero, intentar 
en principio generar una perspectiva de intimidación a sus 
contrarios. Segundo, intentar generar una perspectiva de 
impunidad con base en la intimidación y una pretensión 
de generar miedo en la comunidad. Tercero, ellos también 
plantean subirle el costo político a la autoridad cuando se 
combate el crimen, y por ello el planteamiento de generar 
un esquema de violencia buscando crear un repliegue de 
la autoridad, que es algo que no vamos a permitir. Esa es 
justamente la perspectiva diferente en esta ofensiva que 
tenemos: en donde existe violencia, ahí vamos a estar 
con más capacidades, con más despliegue territorial, con 
mayor alcance. Y por último el cuarto factor, que es lo que 
ellos plantean en esta lógica de difundir esta perspectiva de 
violencia extrema, creando una contracultura del delito. Ellos 
buscan generar esta perspectiva en la base social, quieren 
crear una contracultura delictiva que premie la parte criminal 
y no la lógica de la cultura de legalidad que México requiere 
(entrevista a García Luna, 2008).

La violencia y el teatro de operaciones de la “guerra” 
contra los “cárteles” han tenido un fuerte impacto en las 
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representaciones del delito y el sentimiento de inseguridad 
de los mexicanos. La intervención policiaca y militar ha 
acentuado el sentimiento de inseguridad, que ha crecido 
de forma sostenida a pesar de que no existe una fuerte 
correlación entre la inseguridad imaginada y las experiencias 
reales de victimación. Es difuso, pero real; es un archipiélago 
simbólico que depende más del impacto de los delitos foto-
génicos, como el secuestro y el narcotráfico, que del robo 
y la violencia intrafamiliar. El sentimiento de vulnerabilidad 
de los mexicanos, antes autodescritos como bravíos, es 
un compuesto polimorfo de las representaciones de las 
mutilaciones, decapitaciones, ajusticiamientos, feminicidios 
y el robo en sus múltiples modalidades3.

El archipiélago de los riesgos y peligros

El sentimiento de inseguridad de los mexicanos se encuen-
tra anclado a las aglomeraciones urbanas y zonas metro-
politanas del país. Este segmento del imaginario social se 
concentra en el Distrito Federal, el principal nodo urbano 
de la región norteamericana baja.

Esta concentración del miedo es un efecto de conjunto 
de lo que acontece en otras zonas metropolitanas y las 
otras ciudades en las cuales se distribuyen las cuotas de 
inseguridad. El crecimiento del miedo en estas aglomeracio-
nes urbanas ha sido sostenido desde principios de los años 
dos mil. La desagregación del sentimiento de inseguridad 
indica que los lugares más peligrosos para los citadinos son 
el transporte público, la calle y el mercado.

Los lugares en los cuales se experimenta mayor in-
seguridad son en el transporte, 78%; en las calles, 73%; en 
los mercados, 63%; en la carretera, en el auto, 52%, y en los 
centros comerciales, 50% (Icesi, 2002, 2006).

Respecto de estas facetas del sentimiento de insegu-
ridad es interesante el incremento de ésta en el trans-
porte, en la calle y en el auto, los espacios en los cuales 
es más frecuente el robo, además de la inseguridad en 
las carreteras, en las escuelas y en el trabajo, lugares que 
no se asocian comúnmente a los riesgos en los medios 
de comunicación y en los análisis espontáneos sobre el 
campo delictivo.

El sentimiento de inseguridad se expande en todos los 
lugares, particularmente en los centros comerciales y en 
los autos. El incremento de la inseguridad en la escuela y el 
trabajo es significativo. Este sentimiento situado puede ex-
plicarse por el incremento relativo de robos y asaltos, pero 
además, por la estructuración de redes de narcomenudeo 
en torno de las escuelas públicas y privadas.

Por ahora, esta situación puede interpretarse como una 
gestión reflexiva de riesgos. La gestión individual o familiar 
del riesgo ha obligado a los citadinos a la autorrestricción 
de sus comportamientos y a un repliegue de la libertad 
individual en sus presentaciones públicas. Los típicos ri-
tuales de escape imaginario de la desigualdad, mediante la 
ostentación y el anonimato, están siendo sustituidos por 
la institucionalización de tribus urbanas y el incremento 
de la compra de autos.

La inseguridad es alta. En general, siete de cada diez 
mexicanos se sienten inseguros; cinco de cada diez dicen 
que han aumentado los delitos y sólo se sienten seguros 
en casa, a diferencia de cómo se sienten en el transporte 
y en la calle, lugares donde se sienten más desprotegidos 
(Icesi, 2006).

Las variables de género y edad modelan el sentimiento 
y focalizan la intensidad de éste en estratos. Las mujeres 
se sienten más vulnerables que los hombres; los jóvenes 
de 20 a 34 años manifiestan mayor preocupación por la 
inseguridad y por un efecto societal, de trayectorias esco-
lares y sociales. El sentimiento de inseguridad disminuye al 
incrementarse el nivel de instrucción.

Las principales decisiones que se han tomado para en-
frentar a la delincuencia han sido el contrato de seguros de 
auto y casa, las alarmas y las cerraduras y la contratación 
de guardias privados; asimismo, se ha dejado de salir de 
casa, de usar joyas, llevar dinero en efectivo y tomar taxi, 
entre otras (Icesi, 2006).

En este aspecto, los datos indican que ha disminuido la 
densidad de la vida nocturna, se ha incrementado la auto-
rrestricción y ha disminuido moderadamente la socialidad 
entre los familiares y vecinos espacialmente distantes, 

3 Un ensayo periodístico, magistral y electrizante, describe el teatro 
macabro de las decapitaciones ligadas al narcotráfico en nuestro país, 
parte de una tendencia global que se registra entre 2003 y 2008, años 
en los cuales se intensifican en México. El autor dice haberse reconocido 
fascinado por:  “la interioridad de la decapitación como un teatro secreto”. 
Éste se interroga: ¿Qué significa decapitar? Responde: Interrumpir, cortar 
de tajo el liderazgo, tomar la corona. De acuerdo con el autor, la cabeza es 
el mensaje en sí, mientras que los mensajes en narcomantas son estrategias 
de lucha de los narcotraficantes. En este libro, las cabezas y los cuerpos 
decapitados son representados como acontecimientos de una microesfera 
pública perversa. En esa lógica se identifican los blancos y se deslindan 
responsabilidades. Ésta se expresa en los métodos de la decapitación, los 
disfraces y los instrumentos utilizados para realizarlas (González Rodríguez, 
2009; asimismo, véase González Rodríguez, 2002).
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aunque no necesariamente las interacciones, que pueden 
haberse desmaterializado y convertido en electrónicas o 
informáticas.

En estas circunstancias, la desconfianza en la policía 
contrasta con la confianza concedida a la Iglesia, las 
universidades, los medios de comunicación y las comi-
siones institucionales y civiles de derechos humanos. Las 
instituciones de mayor confianza para los mexicanos son 
la Iglesia, 76%; las universidades y el Ejército, 73%; los 
medios de comunicación, 7.2%; las instituciones estata-
les de derechos humanos, 64%; las organizaciones civiles 
de derechos humanos, 64%. Las instituciones de menos 
confianza son las policías preventivas locales, 5.3%; las 
policías judiciales estatales, 52%; el poder judicial estatal, 
5.2%; las agencias de ministerio público locales, 5%, y los 
partidos políticos, 4.7%.

Esta situación complica todo plan de reforma, porque 
los citadinos y los ciudadanos exigen respuestas inmediatas 
a problemas que requieren de una temporalidad para su 
institucionalización y, generalmente, obligan a los políticos 
a decisiones de corto plazo, cuya ineficacia incrementa la 
complejidad del problema.

La afirmación del incremento de la inseguridad en el 
país es una metáfora periodística que oculta la concentra-
ción intensiva del sentimiento en ciertas zonas y regiones 
de éste.

La inseguridad se siente con mayor intensidad en las 
áreas metropolitanas y en las principales ciudades del país. 
Las zonas metropolitanas más inseguras son el Distrito 
Federal y Guadalajara; las zonas urbanas más sensibles 
son el Corredor Norte y el Golfo. Las zonas del D.F. y 
Guadalajara son de inseguridad alta, con porcentajes de 
80 y 60%, respectivamente, mientras que las zonas del 
Corredor del Norte y el Golfo son de inseguridad media 
alta y media baja, con 57 y 41%, respectivamente. En el 
D.F., 39.9% se siente inseguro; en la zona metropolitana de 
Guadalajara, 40.5%; en el Corredor del Norte, 32.3%, y en 
el Golfo, 31.6%. En estas áreas urbanas se ubican algunas 
de las principales ciudades más irritadas: Culiacán, México, 
Guadalajara, Ciudad Juárez, Monterrey, Acapulco, Veracruz 
y Villa Hermosa (Icesi, 2002, 2006).

En estas ciudades, las metáforas periodísticas se re-
cuperan en el diseño de la política pública. La producción 
mediática de metáforas es prolija. Las demandas civiles de 
protección institucional son interpretadas por los gobiernos 
mediante metáforas biológicas e higienistas tales como el 
cáncer o la suciedad.

Un buen ejemplo es la propaganda policiaca sobre un 
programa institucional contra la delincuencia. Uno de los 
trípticos de éste dice: “Muchos han querido ensuciar al país. 
Tenemos que limpiar a México y no va ser fácil. Con la Es-
trategia Nacional de Seguridad vamos paso a paso, limpiando 
y recuperando el México que nos pertenece”4.

Esta metáfora de la suciedad y la limpieza descansa 
sobre una formación discursiva que opera con otras opo-
siciones, de las cuales la principal es la de bueno/malo, que 
sobrecarga de moralidad al déficit tecnológico de la política 
de seguridad pública. El Secretario de Seguridad Pública 
Federal dice:

El objetivo de esta reunión es blindarnos como Estado y 
potenciar el ataque sistemático de los tres órdenes de 
gobierno en contra de la delincuencia […] Es evidente 
la reacción de la delincuencia al ver afectados sus inte-
reses. Los cobardes ataques en contra de miembros de 
las fuerzas armadas, de las policías […] son una reacción 
al combate frontal del gobierno mexicano contra las 
estructuras de la delincuencia en todo el país […] quiero 
expresar a todos los policías de bien […] que el Estado 
mexicano está con todos ustedes y no los abandonaremos 
en esta cruzada en contra del crimen5.

Esta interpretación institucional de la delincuencia 
sobredetermina la inseguridad porque contribuye a la irri-
tación colectiva mediante un léxico de aniquilamiento de 
los enemigos. Es el texto de la legitimación que no se logra 
con la eficacia y la eficiencia. Así, los civiles, gerentes de las 
policías y los militares en funciones de seguridad pública, 
describen en los medios de comunicación su encargo ins-
titucional como “una guerra sin cuartel” y, en verdad, los 
enfrentamientos son a cielo abierto.

La constelación de las causas y los 
dinamismos del campo de los delitos

En el debate académico mexicano no existe acuerdo 
acerca de las causas del delito. El debate es crucial para 
definición de políticas. El gobierno federal y los gobiernos 

4 Texto del cartel del Plan Estratégico “Limpiemos México”, implantado 
por la Secretaría de Seguridad Pública Federal.

5 Discurso de Genaro García Luna en la VI Reunión de Secretarios de 
Seguridad Pública, San Luis Potosí, 2008.
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estatales aceptan que el problema es multidimensional, 
pero desarrollan una estrategia de corto plazo. Las orga-
nizaciones civiles y algunos analistas prefieren atribuir las 
causas a la crisis económica y a la crisis política. En realidad, 
no existen demasiados estudios empíricos que asocien los 
factores macrosociales y microsociales para comprender 
la dinámica del delito y contribuir al diseño de políticas 
públicas de corto y largo plazo.

El análisis de la literatura sobre el tema nos indica que 
es necesario diferenciar las trayectorias delictivas de los 
individuos en los mercados del delito locales y la dinámica 
de las organizaciones delictivas mal-llamadas cárteles, las 
cuales en realidad son clanes. 

Una trayectoria delictiva puede producirse en deter-
minadas circunstancias e implica una elección racional. La 
violencia familiar, el abandono escolar y las incivilidades son 
segmentos de la delincuencia cometida por algunos jóvenes. 
En México, como en América Latina, el perfil de los delin-
cuentes es “joven, desempleado y adicto”. Este patrón nos 
remite tanto a condiciones estructurales como a decisiones 
individuales o grupales. Existe el riesgo de que los sujetos 
inseguros socialmente desarrollen prácticas inciviles antes 
de cometer algún delito.

La ilegalidad organizada implica una acción colectiva 
ilegal. La delincuencia organizada es una empresa racional 
e implica, por el contrario, la racionalización de una acción 
colectiva ilegal. Es un espacio de socialización de trayectorias 
delictivas diversas de sujetos excluidos. Desde esta pers-
pectiva, puede conceptuarse como una revuelta patológica 
con ideología empresarial.

En conjunto, las trayectorias delictivas que dinamizan 
el campo de los delitos con sus respectivos mercados 
pueden analizarse mediante la correlación de un conjunto 
de variables para los cuales es necesario construir datos, 
porque los oficiales son insuficientes.

La comprensión del sentido de la delincuencia, es decir, 
de las representaciones sociales de los delincuentes y la 
explicación de la delincuencia misma, no es posible sólo 
mediante el cálculo de tasas según las medias de población. 
Esta operación básica puede ayudar a completar las fórmulas 
de asignación presupuestal para las políticas de seguridad 
pública, pero contribuye muy poco a la comprensión de los 
dinamismos del campo delictivo.

Una comprensión y explicación compleja de la insegu-
ridad puede lograrse mediante la correlación de los saldos 
migratorios, las tasas delictivas, las tasas de desempleo, las 
tasas de inversión en seguridad pública y procuración de 

justicia, la tasa de deserción escolar y la tasa de violencia 
familiar.

La diferencia de las dinámicas del delito en las aglome-
raciones urbanas y zonas metropolitanas depende básica-
mente de la correlación de estos procesos. La baja o alta 
tasa de migración ayuda a comprender cómo la expulsión 
o la atracción de población complejiza la densidad social 
urbana e incrementa los conflictos de múltiples culturas 
regionales en competencia. 

Las tasas de desempleo son básicas para explicar la 
decisión racional del delito o la dinámica de los delitos 
violentos o de propiedad y es pausible pensar que los deter-
mina diferencialmente, incentivamente en mayor medida a 
los delitos de propiedad. Las tasas de inversión en seguridad 
pública y procuración e impartición de justicia permiten 
calcular cuánto cuesta el control del delito y analizar los 
costos de los desempeños institucionales de las policías y 
los ministerios públicos según el número de denuncias, 
aprehensiones y sentencias.

Por otra parte, la tasa de deserción escolar restringe 
el tipo de cálculo delictivo realizado por los sujetos que 
desarrollan trayectorias individuales y grupales en el campo 
de los delitos y la tasa de violencia familiar permite com-
prender el entorno de resentimiento en la decisión.

Una combinación de altas tasas de desempleo y alta 
inversión, como en el caso de nuestro país, e incluso en 
sus principales municipios, por ejemplo, evidencia que las 
causas no sólo son individuales o grupales, sino también 
institucionales. El aumento de policías en ciclos electorales 
no reduce el delito. La presión de los saldos migratorios, 
la deserción escolar, la violencia familiar, sobredeterminan, 
en este contexto, la decisión de participar de la delin-
cuencia.

La acción colectiva de la delincuencia

La delincuencia, la dimensión objetiva de la inseguridad, 
puede observarse al igual que el sentimiento que la ex-
presa como un campo. La relación entre el sentimiento 
de inseguridad anteriormente descrito y las tendencias 
básicas del delito es difusa. El sentimiento de inseguridad 
es la representación simbólica de las tendencias delictivas 
y de los abusos que se cometen en su gestión o control 
institucional.

El campo de los delitos “nacionales” se sostiene sobre 
la base de la naturalización de las incivilidades de algunos 
ciudadanos, políticos, militares y policías. La naturalización 
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de las incivilidades6 es una construcción social irreflexiva 
que ancla las soluciones colectivas en el espacio privado y 
en la vida diaria. Las incivilidades y los delitos carecen de 
importancia para los citadinos hasta que, como sucede con 
la muerte, la victimación se experimenta como algo cercano, 
acaecido a los familiares, amigos o bien, a uno mismo.

En una perspectiva histórica, la representación de la 
incivilidad como natural es un viejo arquetipo nacional que 
asocia la delincuencia con una forma ilegal de distribución 
en la desigualdad, una justificación histórica y sociológica 
de lo ilegal que antecede a la apología del delito.

Este arquetipo ha producido en la cultura mexicana 
el “rotismo”, esa idea de que se puede robar si en la 
elusión de la ley se muestran competencias y habilidades 
extraordinarias o si se distribuyen las ganancias del botín 
entre los excluidos. Ese arquetipo es un habitus construido 
nacionalmente y ha sido, incluso, parte de la constrains-
titucionalidad de algunas de las luchas armadas urbanas 
de los años setentas, algunas de las cuales repartían los 
productos de asaltos bancarios, secuestros y robos.

En su conjunto, las incivilidades son un universo ex-
tenso que funciona como plataforma de los delitos. Esta 
plataforma víncula al campo delictivo a un campo más 
amplio, como el de la seguridad pública, tal como veremos 
más adelante.

El campo delictivo alía y enfrenta a un conjunto de delin-
cuentes comunes, narcotraficantes, ex policías, ex militares, 
policías y políticos. Las interacciones de estos agentes se 
estructuran con base en las oposiciones: legal/ilegal; enfer-
mo/sano/; sucio/limpio; malo/bueno; entero/decapitado y 
libre/capturado.

En México, los delitos han tenido un ciclo de creci-
miento alto, aunque comienzan a descender algunos de 
ellos, tal y como acontece en la mayor parte del mundo, 
particularmente en Europa (Icesi, 2004; Nouvelle Observateur, 
11 de enero de 2007).

Una buena interpretación de este ciclo de crecimiento 
es la que lo describe como un proceso que no ha variado 
positivamente en su magnitud e impacto a pesar de la alta 

inversión en el campo de la seguridad (Zermeño Núñez, 
24 de agosto de 2008).

Los analistas sostienen que “estamos en una etapa 
de crecimiento delictivo muy rápido”; “El incremento de 
la inseguridad ha producido un clamor popular por un 
mayor control”; “En México, al igual que en otros países 
de la región, la urgencia de las demandas ciudadanas por 
mayor seguridad pública se ha disparado súbitamente en 
los últimos 10 años, a la par que el número de grupos afec-
tados por el problema” (González Placencia, Arce Aguilar y 
Álvarez, 2007; Bergman, 2007; Rowland, 2007).

El 47% de las viviendas han sido víctimas de algún delito, 
aunque 75% no lo ha denunciado (Icesi, 2004).

La mayor parte de los delitos cometidos en el campo 
delictivo son comunes y sólo un porcentaje menor implica la 
existencia de organizaciones delictivas. Los delitos que más 
se cometen en México son el robo, en diversas modalidades, 
las lesiones, el homicidio y los delitos sexuales. El robo es 
el delito que más se comete, con modalidades tales como 
robo a casa-habitación, robo de autopartes, robo de autos. 
El robo representa 38%; las lesiones, 17.4%; los homicidios, 
2.14%; los delitos sexuales, 1.67%; el secuestro, 0.04% del 
total global de los delitos cometidos en el periodo de 
1997 a 2006.

La dinámica delictiva es compleja, el robo manifiesta una 
ligera tendencia a la baja, sin dejar de ser alto; las lesiones 
crecen, los homicidios descienden moderadamente, los 
delitos sexuales se incrementan y el secuestro mantiene 
un crecimiento estable.

Estas transformaciones son imperceptibles para la 
mayoría de los ciudadanos porque los mensajes de los 
medios de comunicación, la publicidad y las noticias, se 
concentran en las ejecuciones de narcotraficantes, policías 
y militares, en el robo de autos y en los secuestros de 
familiares de comerciantes y empresarios.

En 2006 se ejecutó a 2,120 personas; en 2007, a 2,275; 
de la totalidad de éstas, 496 eran policías y 49, militares 
(Zermeño Núñez, 10 de agosto de 2008). En 2008, sumaron 
5,207; en 2009, 6,587; en 2010, 12,658 (El Precursor, 2 de 
enero de 2011).

El robo de autos se incrementó de 44,959 a 52,876 en 
el periodo de 2004-2007, y los secuestros, de 436 en 2003 
a 601 en 2007 (Reforma, 13 de junio de 2008).

En torno de la masa de delitos existe un conjunto de 
infracciones y abusos de poder policiaco, los cuales son un 
segmento importante del campo delictivo, tales como los 
fraudes al consumidor, las detenciones arbitrarias, los cateos 

6 El concepto de incivilidad es controvertido porque refiere una falta 
de civilización y se vincula con los delitos en la literatura sobre crimino-
logía. Por ejemplo, “La delincuencia se acompaña de desórdenes civiles 
o incivilidades cada vez más frecuentes. Los gestos obscenos, insultos, 
amenazas y degradaciones que son cotidianas en las grandes ciudades 
[…] Las incivilidades favorecen el sentimiento de inseguridad […] Las 
incivilidades son los atentados al orden en público” (Roché, 1996).
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ilegales y la violación de derechos de migrantes, de los cuales 
no se tienen datos oficiales ni civiles confiables7.

Este segmento de infracciones y abusos forma parte 
de la cifra negra de victimación que en México es alta 
debido a la baja tasa de denuncia de los delitos, pues sólo 
se denuncian dos de cada diez. Las cifras oficiales, inútiles 
para algunos, evidencian muchos problemas y, en general, 
adolecen del bajo registro, de la falta de criterios homo-
géneos de clasificación o bien, de manipulación estadística 
realizada desde las oficinas gubernamentales (Arango y 
Lara, 2007)8.

El mercado de los delitos glocales, las 
empresas y las alianzas estratégicas

Respecto de la modalidad principal de la delincuencia 
organizada, el narcotráfico, en México existen diversos 
cárteles de droga, de los cuales los más fuertes son el 
Cártel de Juárez, de la familia Carrillo Leyva; el de Sinaloa, 
de la familia Guzmán Loera; el deTijuana, de los Arellano 
Félix; los Zetas y el del Golfo, de la familia Cárdenas Guillén; 
los otros cárteles menores son el Cártel del Milenio, de la 
familia Valencia Cornelio; de Colima, de la familia Amezcua 
Contreras, y el cártel de Pedro Díaz Parada.

Las empresas ilegales de cultivo y distribución de droga 
han adquirido una centralidad cada vez mayor a partir del 
debilitamiento de los cárteles colombianos y el incremento 

de la demanda de los consumidores estadounidenses. Los 
analistas dicen que la organización empresarial del narco-
tráfico se ha transformado al ritmo de los cambios de los 
mercados globales, puesto que estas empresas hoy operan 
mediante subcontrataciones o factorajes, así como que son 
impensables sin el insumo de la violencia o la ausencia de 
la violencia policiaca.

El narcotráfico en México es el síntoma de la dinámica 
perversa del campo delictivo. Los ajusticiamientos entre 
narcotraficantes, ahora mediante decapitaciones y men-
sajes, emboscadas a policías y militares y mantas colgadas 
en lugares públicos con mensajes contra las autoridades 
que cooperan con los enemigos, son las nuevas reglas de 
la legitimidad delictiva organizada, un microespacio público 
distorsionado.

Los mensajes a los enemigos escritos junto a las ca-
bezas de los ajusticiados son las marcas del territorio. Los 
ajusticiamientos de mujeres, niños o familias indican que las 
viejas reglas de coexistencia, aprendidas en los corridos y 
en las películas, se han roto y que la ficción periodística de 
un pacto de distribución de territorios es una ficción inve-
rosímil. Las emboscadas a los batallones militares o a los 
cuarteles de policía le dan sentido al léxico gubernamental 
de la guerra interna y las develaciones de las redes entre 
políticos y narcotraficantes sólo confirman la suspicacia 
de que no sólo empresas legales y bancos lavan dinero, 
sino que la empresa ilegal del narcotráfico es imposible 
sin la ayuda de los políticos.

Los datos relativos al narcotráfico y otras modalidades 
de la delincuencia organizada son encomiables. Los delitos 
contra la salud, el tráfico de personas y la asociación delic-
tuosa se incrementaron durante el periodo 1995-2007.

Este incremento está correlacionado con la rees-
tructuración espontánea o sin control de las policías. Las 
oportunidades del narcotráfico se incrementan con la 
desinstitucionalización policiaca. Las policías mexicanas han 
cambiado, a pesar de sus miembros y autoridades, y casi 
siempre, en los últimos años a contrapelo de la política de 
reforma policiaca. Este es un caso en el que se evidencia que 
la renuncia al ejercicio del poder o la violencia es maximi-
zada por otros agentes o bien, que el desaprovechamiento 
de oportunidades para la implantación de una política es 
una mala inversión en el campo.

En efecto, la alta deserción de policías y militares de la 
policía y el Ejército ha generado una sinergia viciosa entre 
los cárteles, las policías y, en una mínima medida, con algunos 
soldados no ocupados en el combate al narcotráfico.

7 De las 58,663 solicitudes de intervención a la Comisión Nacional 
de Derechos Humanos, 23,696 fueron quejas por abusos, entre los cua-
les destacan las violaciones de derechos en el ejercicio del cargo, 7,570; 
las violaciones en el servicio público, 4,035; las negativas al derecho de 
petición, 3,076; las detenciones arbitrarias, 2,740; la irregular integración 
de averiguaciones previas, 1,499; los cateos y visitas domiciliarias ilegales, 
1,359; las violaciones de derechos de migrantes, 921, y dilación o negligencia 
administrativa en el proceso, 921 (cndh, 2006).

8 Dicen los autores: “Por todo lo anterior, podemos decir que la 
estadística de seguridad pública en México no es confiable, ya que no 
existe sistematización, dado que el problema de seguridad pública no era 
considerado grave. Es decir, que el proceso de generación de estadísticas 
está viciado de origen; por ello, se podría rechazar la “objetividad” que 
pueden representar las estadísticas, y señalar que no son válidas ni con-
fiables. Y así, todo análisis, conclusión y decisión tomada a partir de estas 
estadísticas, no serán útiles.

Sin embargo, podemos señalar que, si bien las estadísticas oficiales 
presentan una problemática, ésta puede ser resuelta utilizando adicio-
nalmente, fuentes de información más eficientes, como las encuestas de 
victimación. Por ello, las estadísticas son útiles en la medida en que nos 
señalan el comportamiento de las agencias oficiales y las formas sociales 
en que se construyen y definen los delitos”.
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Entre 2000-2006 se dieron de baja 100,000 militares 
y sólo entre 2004 y 2006 se contrataron en las policías 
estatales 91,374 elementos. De acuerdo con datos del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, en el 2004, 29,059; 
en el 2005 hubo 37,166 altas y en el 2006, 25,166 nuevos 
elementos policiacos. Los estados del país que más alta 
rotación y altas de policías han tenido en estos años son 
el Estado de México, 13,652; Veracruz, 9,016; Distrito 
Federal, 7,925; Michoacán, 3,933; Guerrero, 3,759; Tamau-
lipas, 2,985; Nuevo León, 1,967, y Sinaloa, 849; es decir, en 
aquellos estados en los cuales existe mayor presencia del 
narcotráfico y en los cuales se ha implantado el programa 
“México Seguro”.

Estas cifras fantásticas sobre la falta de control insti-
tucional indican el grado de desintegración y las oportuni-
dades ganadas por los narcotraficantes, secuestradores y 
delincuentes comunes. De acuerdo con la onu, la mitad de 
los municipios mexicanos están controlados por el narco-
tráfico (García Castilla, 26 de junio de 2008). El narcotráfico 
se instituyó como un reflejo indeseable del librecomercio, 
hasta constituir un riesgo al ejercicio del poder político local 
y estatal que se desmoderniza. La delincuencia organizada 
es el librecomercio desregulado, la ilegalidad ejercida como 
recomposición del campo de fuerzas en el país.

Por supuesto, es un error ultrageneralizar el narco-
tráfico o bien, tomar su ángulo para la observación del 
campo delictivo, a pesar de los excesos de éste. Hay otras 
modalidades de la delincuencia que son atroces y bizarras. 
En esta lógica, las desapariciones y asesinatos de mujeres 
habían tenido hasta hace algunos años buena prensa, en 
contraste con la alta impunidad de los responsables; sin 
embargo, la atención mediática, episódica e inestable de 
los medios, las ha sacado de cuadro para concentrase en 
otros temas.

Las desapariciones y asesinatos de mujeres y el pan-
dillerismo transnacional han dejado su centralidad a los 
secuestros. Quizá sea necesario hacer una balanza para 
volver a ponderar alto el tema de las mujeres asesinadas en 
contraste de los secuestros. Los asesinatos de mujeres, los 
más crueles cometidos en Ciudad Juárez, son un delito que 
se comete con mayor frecuencia, aunque sin tal atrocidad, 
en el Estado de México y Veracruz. Entre 1995 y 2005 se 
asesinó a 6000 mujeres en México, la mayoría de ellas en 10 
estados: Chihuahua, Baja California, Chiapas, D.F., Estado de 
México, Guerrero, Morelos, Oaxaca, Sonora y Veracruz. En 
Ciudad Juárez se asesinó a 442 en el mismo periodo; 20 en 
2006 y 10 en 2007 (Reforma, 24 de noviembre de 2007).

Por otra parte, como parte de la densidad delictiva del 
campo, las pandillas centroamericanas denominadas maras, 
ancladas en Guatemala, California y en tres cuartas partes 
del territorio mexicano, median el tráfico de personas, de 
drogas y de armas. Dice la cndh:

a mediados de 2005, por diversos factores sociopolíticos 
y ante la falta de atención por parte de las autoridades 
en este problema, se estima que incrementaron su nú-
mero en cinco mil, los cuales se encuentran en constante 
movilidad, ya que se han establecido en 23 estados de 
la República Mexicana y el Distrito Federal, en los que 
permanentemente se ven involucrados en actos de violen-
cia, derivados del consumo y distribución de narcóticos, 
armas, robos, homicidios, secuestros, extorsiones, asaltos, 
lesiones, violaciones, tráfico de personas e incluso por 
su problable vinculación con redes de la delincuencia 
organizada (2008).

En otro extremo del campo, menos incivil pero 
igualmente agitado, la violencia en las escuelas y en sus 
entornos inmediatos manifiesta una tendencia baja, pero 
complicada.

Las burlas, las riñas, el consumo de drogas en las escue-
las privadas e indígenas son una preocupación de profesores 
y padres de familia, quienes observan que el crecimiento de 
los hijos y estudiantes implica mayores riesgos de victima-
ción. De acuerdo con el Instituto Nacional de Evaluación 
Escolar: “la magnitud de las manifestaciones de violencia 
en las instituciones educativas mexicanas es relativamente 
baja y se ajusta a los rangos registrados en otros estudios, 
tanto nacionales como de otros países. Sin embargo, se 
identifican casos en los que el problema alcanza dimensiones 
mayores” (2007).

En general, la dinámica de la economía criminal es un 
juego social de suma cero en el que pierden los ciudadanos, 
sobre todo los de clase baja. La disputa por las ganancias 
y la inverosimilitud de los discursos sobre el cuidado de 
la salud de los ciudadanos representa el sentido del juego. 
El capital económico y simbólico de los delincuentes ga-
nadores se disfruta en periodos cortos, mientras funciona 
el pacto que han realizado imaginariamente con alguna 
fuerza superior, un santo, un personaje maldito, o son 
aprehendidos o aniquilados (Proceso, 2008). La entrevista 
de la pgr al responsable del lanzamiento de la granada 
a la multitud del festejo del Grito de Independencia en 
Morelia proyecta a un sujeto muerto que sabía cuál era 
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el fin probable de su trayectoria delictiva. El caso de los 
narcotraficantes aprehendidos por las decapitaciones 
de Mérida y las explosiones de Morelia son una estampa de 
las trayectorias delincuenciales que se estructuran en 
entornos duros de urbanización rápida, modernización 
económica y política salvaje y en la reproducción de có-
digos y pautas socioculturales tradicionales.
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